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Radicación Nro. 

:
66001-31-05-003-2008-00905-00

Proceso


:
ORDINARIO LABORAL 

Demandante

:
FRANCISCO VILLADA BEDOYA

Demandado

:
INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES 

Juzgado de Origen
: 
Tercero Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda)

Providencia

: 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
Tema                              : 
 Para acceder al beneficio de incrementos pensionales por cónyuge a cargo, se debe acreditar tal calidad con ORIGINAL O COPIA AUTÉNTICA del registro civil de matrimonio.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ACTA No. 0034
AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO

En Pereira (Risaralda), a los catorce (14) días del mes de mayo del año dos mil nueve (2009), siendo las tres de la tarde (3:00 p.m.), fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligencia, se reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, Dres. ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN –quien actúa como Ponente- HERNÁN MEJÍA URIBE y FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES,  en asocio de la señora Secretaria, Dra. LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO. Abierto el acto, la Sala se constituyó en Audiencia Pública de Juzgamiento, en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por el señor FRANCISCO VILLADA BEDOYA en contra del INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES. 

En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude a la siguiente:

S E N T E N C I A:

Pasa la Sala a desatar la alzada incoada contra la sentencia emitida el 23 de enero de 2009 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda), dentro del proceso Ordinario Laboral reseñado en la referencia.

I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:


Que se condene al INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES a reconocer y pagar a favor del señor FRANCISCO VILLADA BEDOYA el incremento adicional del 14% sobre la pensión, por su cónyuge MARÍA LIBIA GIRALDO DE VILLADA, desde la fecha en que fue reconocido el derecho a la pensión y hasta que perduren las causas que le dieron origen, que tal reconocimiento se haga por catorce mensualidades al año; finalmente solicita que se condene a la entidad al  pago de los intereses de mora desde el día que se causó el derecho hasta que se efectúe el pago, con la respectiva indexación y al pago de costas procesales y agencias en derecho.

2. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

El accionante a través de representante judicial, manifiesta que mediante resolución 002733 de 2008, el INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES, en aplicación del Acuerdo 049 de 1990 (Decreto 758 de 1990), le reconoció el derecho a la Pensión de Vejez por encontrarse bajo el Régimen de Transición de que trata la Ley 100 de 1993 en su artículo 36, sin pronunciarse sobre el incremento del 14% por tener a cargo a su esposa, la señora MARÍA LIBIA GIRALDO DE VILLADA, la cual no recibe pensión y depende económicamente de él. Aduce el demandante que presentó reclamación administrativa ante la entidad sin obtener respuesta.
II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Dentro del término legal otorgado para tal efecto, la parte demandada presentó escrito en el que admite la mayoría de los hechos expuestos en la demanda, y aduce que los hecho ajenos a su conocimiento deberán ser probados en el decurso del proceso, y respecto de la reclamación administrativa afirma que no ha sido posible la notificación de la respuesta al demandante. Se opuso expresamente a las pretensiones de la demanda, y propuso como excepciones de mérito, “PRESCRIPCIÓN” “INEXISTENCIA DE LAS OBLIGACIONES DEMANDADAS”, “COBRO DE LO NO DEBIDO”, “BUENA FE”, y “LA GENÉRICA”. 

III. LA SENTENCIA APELADA

Clausurado el debate probatorio, la juez de conocimiento puso fin a la primera instancia, través de la sentencia objeto de censura en la que resolvió absolver al INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES de todas las pretensiones de la demanda y condenar en costas a al parte demandante.

Para arribar a la anterior determinación, expresó que a pesar de que el accionante reúne “los presupuestos contenidos en el artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990 aprobado mediante Decreto 758 de esa misma anualidad, para hacerse acreedor al incremento pensional por persona a cargo”, no quedó demostrado el vínculo matrimonial, porque la prueba “de la condición de cónyuge que aduce tiene con la persona a su cargo no obra en el plenario, toda vez que la copia del registro civil de matrimonio fue aportada de manera informal”, lo cual desconoce los lineamientos del Decreto 1260 de 1970, sobre la manera de demostrar el estado civil y el parentesco de las personas, al igual que lo dispuesto por el Código de Procedimiento Civil en su artículo 254 referente a “las copias arrimadas con fines probatorios”.
IV. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN

Inconforme con lo decidido, la parte demandante presentó recurso de apelación contra la decisión de primer grado, aduciendo que la Juez debió “fallar favorablemente a lo pretendido en la demanda, esto es si no existía prueba del vínculo matrimonial, con las declaraciones de los testigos, si existe prueba de la convivencia”, pues sólo se tuvo en cuenta esta falencia hasta después de haberse tramitado todo el proceso, pasando inadvertida la falta de autenticación del registro civil de matrimonio al momento de la admisión de la demanda, adicionalmente la juez en busca de la verdad debió como una facultad oficiosa decretar la prueba para reindicar los derechos del pensionado en aplicación del in dubio pro – operario y/o afiliado y/o pensionado.
VI. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:

Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.

2. Problema jurídico por resolver:

El asunto bajo estudio plantea a la Sala los siguientes problemas jurídicos:

a.  ¿La copia simple del registro civil de matrimonio es prueba idónea para acreditar el estado civil de una persona – casado-, y con base en ella acceder al reconocimiento del incremento pensional por tener personas a cargo – cónyuge-?

El artículo 21 del Acuerdo citado, contempla un incremento del 14% y del 7% sobre la pensión mínima por personas a cargo, cónyuge e hijos menores de edad, respectivamente, pero para los derechos causados en su vigencia o en aplicación del régimen de transición determinado en el artículo 36 de la Ley de Seguridad Social Integral en lo que se refiere a pensiones de vejez o para las de invalidez de origen no profesional estructuradas en su vigencia. Dice la norma aludida: 

“Artículo 21. INCREMENTOS DE LAS PENSIONES DE INVALIDEZ POR RIESGO COMÚN Y VEJEZ. Las pensiones mensuales de invalidez y de vejez se incrementarán así:

(…) 

b) En un catorce por ciento (14%) sobre la pensión mínima legal, por el cónyuge o compañero o compañera del beneficiario que dependa económicamente de éste y no disfrute de una pensión.”

En el caso de marras, se encuentra probada la calidad de pensionado del promotor del litigio así como que lo fue bajo los lineamientos del Acuerdo 049 de 1990, en aplicación del régimen de transición, por lo que es procedente el análisis de su situación bajo esta normatividad, y exactamente determinar si es procedente el reconocimiento del incremento pensional por tener a cargo a su cónyuge.

Del contenido de la norma transcrita se colige que son dos los requisitos que debe acreditar el actor para que le sea reconocido el incremento pensional del 14%, esto es que tenga cónyuge y que ésta dependa económicamente de él.  

Se itera que es viable acceder al incremento deprecado en tanto la norma en la que tuvo génesis el derecho pensional así lo contempla, sin embargo el actor a quien le competía la carga de probar que la señora María Libia Giraldo era su cónyuge, sólo allegó copia simple del registro civil de matrimonio, es decir que, tal como lo indicó la a-quo, la parte demandante no probó en legal forma la calidad de cónyuge, al ser el registro aportado al folio 12 un documento que no es idóneo para comprobar el estado civil aludido, según lo dispuesto en el artículo 105 del Decreto 1260 de 1.970, según el cual “Los hechos y actos relacionados con el estado civil de las personas, ocurridos con posterioridad a la vigencia de la Ley 92 de 1938, se probarán con copia de la correspondiente partida o folio, o con certificados expedidos con base en los mismos”, que debe ser de carácter público, esto es, expedido por los respectivos notarios.


En efecto, según el Decreto 1260 de 1.970, julio 27, el estado civil de las personas, entendido como su situación jurídica en la familia y la sociedad, que determina su capacidad para ejercer ciertos derechos y contraer ciertas obligaciones, es indivisible, indisponible e imprescriptible y está íntimamente ligado al canon 14 de la Carta Política sobre el reconocimiento de la personalidad jurídica, del cual hacen parte, entre otros, el nacimiento y el matrimonio; mismo que debe constar en el respectivo registro público y sus copias y certificaciones son instrumentos públicos [Art.1,5,101]. Se prueba con copia de la correspondiente partida notarial o folio, o con certificaciones expedidas con base en ellos [Art.105].



Debe ser pues un documento público el requerido, como en el caso debatido para probar el estado civil y, por tanto, debe cumplir con las solemnidades ad probationem de aportación en original o autenticado, emitido por funcionario público –notario– que no permita duda del funcionario que la expide, elabora o suscribe.

Careciendo, entonces, los documentos adosados a la demanda de la nota de autenticación respectiva, adolecen de valor probatorio para los fines procesales perseguidos.


Aceptar probado mediante la copia simple del registro civil de matrimonio aportada, el presunto matrimonio del actor con María Libia Giraldo, sería tanto como admitir que ese estado civil podría entonces, también, acreditarse porque en la cédula de ciudadanía de la señora María Libia (fl. 11) aparece el “DE VILLADA”. 

El asunto de marras, ya ha sido materia de pronunciamiento por esta Corporación en los siguientes términos
: 

“El asunto que motiva la apelación, tiene que ver con la prueba del estado civil de matrimonio, la cual se aportó como copia simple al plenario y que, en concepto de la censora, debió allegarse su original en virtud de los poderes oficiosos del Juez de primer grado. Se analizará igualmente la validez del original de dicho documento con el escrito de apelación.

Lo primero que debe decirse, es que en materia laboral, existe el principio de libertad probatoria y libre apreciación de las pruebas, lo que implica que las partes tienen la facultad de probar por cualquier medio de convicción los supuestos fácticos de las normas que consagran los efectos jurídicos pretendidos y, a su vez, se autoriza para que el operador judicial valore, sin sujeción a tarifas legales, el haz probatorio que obre en un proceso. 

Sin embargo, estos dos principios del derecho probatorio encuentran una excepción en los ad substanciam actus o actos solemnes, que son asuntos para los cuales la ley exige el cumplimiento de ciertas formalidades.

El estado civil de las personas, es uno de los asuntos a los que el legislador le estableció solemnidades para su establecimiento, conservación y prueba.

En efecto, en el Decreto 1260 de 1970 se establecieron las entidades, procedimientos y mecanismos para el manejo de todo lo relativo al estado civil. En el título X de dicho texto legal –arts. 101 y ss-, se establece lo relativo a su prueba. El canon 101, a tenor literal expresa: “El estado civil debe constar en el registro del estado civil. El registro es público, y sus libros y tarjetas, así como las copias y certificaciones que con base en ello se expidan, son instrumentos públicos”. (negrillas de la Sala). 

De este texto se deriva, sin hesitación alguna, que el medio de prueba para la acreditación del estado civil no es otro diferente al registro, expedido por la autoridad competente y con el lleno de los requisitos legales.

De ahí que, una copia simple carezca de valor para acreditar la situación civil de una persona, menos aún cuando carece de los presupuestos contenidos en el artículo 254 del Estatuto Adjetivo Civil, como lo es la autorización del notario o director de oficina administrativa o secretario judicial previa orden del juez, o autenticadas por notario o compulsadas del original en desarrollo de una inspección judicial. 

Tampoco es viable que, en aplicación del artículo 54 A del Código Procedimental Laboral, se le otorgue valor a las copias simples de los registros y certificados expedidos por notarios y registradores, por cuanto de haberlo querido así el legislador lo hubiera consagrado expresamente en la lista de tal canon, la que es taxativa y en la que no figuran, las reproducciones simples de tales documentos como validas dentro del proceso laboral, lo que se traduce a su vez, en que dicho instrumento debe cumplir con los presupuestos de que trata el artículo 254 de la Obra Instrumental Civil.

En el presente asunto, la copia informal del registro civil de matrimonio –fl. 11- allegada con el libelo introductorio, carece de cualquiera de los presupuestos establecidos en el canon citado del procedimiento civil, para tener la validez del documento original, por lo que carece de vocación demostrativa del vínculo marital del pretensor con la señora Ofelia Galvis”.

El otro argumento expuesto en la alzada se refiere a que con las declaraciones recibidas existe prueba de la convivencia entre el pensionado y la señora María Libia Giraldo, por lo que si no existe prueba del matrimonio, sí existía de la convivencia, “así que debió fallarse no como esposo sino como compañeros” , al respecto, debe aclararse que en los hechos y pretensiones de la demanda se habló de la calidad de cónyuge no de compañera permanente del pensionado, así que no puede vulnerarse el principio de congruencia entre lo pedido y la sentencia, por lo que no son de recibo esos argumentos.

Igualmente, debe aclararse que tampoco son de recibo los argumentos expuestos por el representante judicial del actor, en el sentido de endilgarle a la a- quo responsabilidad por los resultados adversos del proceso, al no haber dado uso a las facultades probatorias oficiosas,  porque la decisión desfavorable emitida en primera instancia, es la consecuencia de la incuria y negligencia del togado al presentar las pruebas que tenía el deber de aportar. A propósito, la prueba idónea para demostrar el estado civil del actor, no puede ser decretada de oficio, en tanto la atribución de decretar oficiosamente pruebas es discrecional y no busca en manera alguna remediar las falencias probatorias de quien tenía el deber y la carga de cumplirla, so pena de incurrir en parcialidad.  

Y finalmente ha de manifestarse que la copia auténtica del registro civil de matrimonio adosada con la sustentación del recurso de apelación, estima la Sala que el mismo no puede tenerse en cuenta para dar por probado el vínculo marital, toda vez que no es el momento oportuno para su aportación y darle validez sería conculcar las garantías fundamentales de defensa y debido proceso al instituto demandado, pues se le estaría vedando la oportunidad de contradecirlo.


Razones más que suficientes para confirmar la decisión proferida por la funcionaria de primera instancia, sin perjuicio de que en cualquier momento se pueda impetrar nuevamente la acción judicial.

En consideración a lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira,
R E S U E L V E:

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida el 23 de enero de 2009 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso Ordinario promovido por FRANCISCO VILLADA BEDOYA contra el INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES, por las razones expuestas en esta providencia. 

SEGUNDO.- Sin costas en esta instancia. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: La suscrita Secretaria deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.


No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.

Los Magistrados,

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE 
  
     FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO

Secretaria

� M.P. Dr. Francisco Javier Tamayo Tabares. Rad. 2008-00430,  Dte: Fabio García Ramírez. Ddo: ISS. Acta N° 005 del 05 de Febrero de 2008.








